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Presentación La División Jurídica del Servicio de Evaluación Ambiental lleva a cabo una tarea muchas veces invisibilizada por 
el tráfago de sus ocupaciones diarias. Somos un gran equipo de abogados, profesionales y técnicos dedicados 

a trabajar y contribuir en el desarrollo sustentable de nuestro país, en una institución al servicio de una sociedad 
ambientalmente sustentable, velando a diario por una calificación ambiental transparente, técnica y eficiente, 
perfeccionando, fomentando y facilitando el ejercicio de los derechos derivados de la participación ciudadana. 
Sobre ello se asienta toda nuestra labor.

De ello surge la idea de crear este Boletín Jurídico que, de alguna manera, busca dar cuenta a nuestros usuarios 
del compromiso de los profesionales que aquí laboran por realizar sus funciones con la altura de miras que la 
evaluación de impacto ambiental nos demanda.

Nuestro único objetivo es dar amplia difusión a las principales sentencias, dictámenes y criterios jurídicos que 
forman parte de la aplicación del derecho y la normativa ambiental vigente en nuestro país.

Esperamos sinceramente ser un aporte, contribuyendo a dar forma a un reservorio de una parte de nuestro 
quehacer, referido a los principales temas que dicen relación con la justicia ambiental, criterios y/o directrices.

División Jurídica
Servicio de Evaluación Ambiental
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1.1. El Primer Tribunal Ambiental rechaza reclamación en contra de resolución que rechazó solicitud de 
invalidación en contra de la RCA del proyecto Modernización del Puerto de Coquimbo de la Región Coquimbo 
(R-61-2022). 
 
El 1TA confirma criterio en cuanto a que para solicitar la invalidación se debe acreditar la calidad de interesado. 

En materias de fondo, el 1TA confirma: 

	● La idoneidad de la evaluación en relación a la correcta determinación del área de influencia de medio 
marino y de medio humano. 

	● El criterio que establece que los riesgos son distintos a los impactos ambientales y, por lo tanto, se abordan 
en los planes de prevención de emergencia y contingencias.

1.2. El Primer Tribunal Ambiental rechaza reclamación en contra de resolución que rechazó recurso PAC en 
contra de la RCA del proyecto Central Eléctrica Canelillo de la Región de Atacama (R-53-2021). 

El tribunal establece: 

	● La correcta determinación del área de influencia de medio humano, por encontrarse el proyecto en un 
predio privado y cercado, que no afecta las actividades de pastoreo. 

	● La idoneidad de las modelaciones para descartar impactos relacionados con la depositación de MPS que 
pudiera afectar el suelo y la calidad de las aguas subterráneas. 

	● La correcta evaluación de impactos respecto de flora y fauna en consideración a la magnitud de la 
intervención y al hecho de que el predio donde se emplaza el proyecto se encuentra cercado. 

Adicionalmente, se confirma criterio en cuanto a que la normativa no exige que las actividades PAC se realicen 
en todas y cada una de las localidades del área de influencia, dado que habiéndose cumplido con los requisitos 
de difusión, se constató que no hubo impedimento para la presentación de observaciones ciudadanas. A su vez, 
se establece que no era exigible la evaluación del cambio climático, ya que a la fecha de la evaluación la Ley 
Marco no se encontraba vigente.  

1.3. El Primer Tribunal Ambiental rechaza reclamación en contra de resolución que rechazó solicitud de 
invalidación en contra de la RCA de Proyecto Sondaje Fenix Gold de la Región de Atacama (R-60-2022). 

En materias de forma el 1TA mantiene su criterio de la invalidación impropia y la necesidad de acreditar interés 
en el marco de la solicitud de invalidación. 

En relación al fondo, establece que, si bien no se puede supeditar el interés a la acreditación del reconocimiento 
legal de una comunidad indígena, los reclamantes no lograron acreditar el vínculo ancestral con el territorio 
donde dicen desarrollar actividades de trashumancia minera, lo cual es avalado por los antecedentes de la 
evaluación y lo informado por la Conadi. En definitiva, concluye que no era procedente abrir un proceso de 
consulta indígena. 

Sentencias 
Destacadas

1.  Primer Tribunal Ambiental confirma idoneidad de la evaluación 
ambiental de impactos sobre sistemas de vida, medio marino, flora 
y fauna, emisiones y consulta indígena
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2.1. El Tercer Tribunal Ambiental acoge reclamación en contra de resolución que rechazó solicitud de 
invalidación en contra de la RCA del proyecto Hacienda Estancilla de la Región de Los Ríos (R-35-2020). 

El 3TA confirma la idoneidad de la evaluación en materia de emisiones atmosféricas, recursos naturales 
renovables, valor ambiental del territorio y valor paisajístico y turístico. Sin embargo, reprocha el análisis 
realizado respecto del fenómeno de intrusión salina, pues estima que este podría ser un impacto no evaluado, 
que no es posible descartar con la información disponible. Adicionalmente, cuestiona la metodología utilizada 
en relación a las aguas subterráneas, por estimar que no se ajustó a la Guía aplicable, ni se fundamentó la 
utilización de un método diferente. En materia de medio humano, constata la correcta determinación del área 
de influencia, pero considera insuficiente la evaluación realizada por no haberse modelado el aumento en los 
tiempos de desplazamiento en el peor escenario posible.

2.2. El Tercer Tribunal Ambiental acoge reclamación en contra de resolución que rechazó recurso PAC en 
contra de la RCA del proyecto Pequeña Central de Pasada Hidroeléctrica Halcones de la Región del Biobío 
(R-10-2020). 

En materia de forma, el 3TA establece criterios para determinar en qué hipótesis se configura la desviación 
procesal entre la observación ciudadana y lo reclamado en sede administrativa y judicial. 

En cuanto al fondo, se reprocha la evaluación de la medida de compensación establecida para el huemul, por 
estimar que esta no fue correctamente determinada durante el proceso de evaluación, dejándose su definición 
para una etapa posterior, además de no conocerse la idoneidad de la medida para hacerse cargo del impacto 
identificado. A su vez, se cuestionan las medidas de mitigación para hacerse cargo del impacto sobre el huemul 
con ocasión de tronaduras. En relación a los impactos sobre el copihue estima que no existe una prohibición 
absoluta para su corta, pudiendo esta ser autorizada en el marco de la evaluación ambiental de un proyecto. 

2. Tercer Tribunal Ambiental reprocha evaluación realizada en 
relación con el componente hídrico,  medio humano y medidas de 
compensación  

3.1. El Segundo Tribunal Ambiental rechaza reclamación en contra de resolución que acogió parcialmente 
reclamación PAC y ordenó retrotraer el procedimiento de evaluación del proyecto Desarrollo Urbano 
Habitacional Maratué Puchuncaví de la Región de Valparaíso (R-310-2021, acumulada con R-311-2021). 

El 2TA estima que la reclamación carece de objeto, dado que su fin es dejar sin efecto la RCA que calificó 
favorablemente el proyecto, situación que se verificó en los hechos cuando el Comité de Ministros retrotrajo 
el proceso de evaluación. 

3.2. El Tercer Tribunal Ambiental rechaza reclamación interpuesta por el titular en contra de resolución 
del director ejecutivo del SEA que acogió recursos de reclamación PAC y resolvió calificar ambientalmente 
desfavorable el proyecto Planta de reconversión y aprovechamiento de biomasa ECOPRAB de la Región 
de Los Lagos (R-11-2021). 

El 3TA confirma la decisión adoptada en sede administrativa, en cuanto a que la evaluación de emisiones 
atmosféricas es distinta a la de las emisiones odorantes, por ser agentes de distinta naturaleza y, por lo tanto, 
las metodologías de abatimiento y de control para unas y otras no pueden ser las mismas. Se confirma a su vez 
la distinción entre impactos ambientales y riesgos. 

La Corte Suprema rechaza recursos de casación del SEA, confirmando sentencia del 3TA que acogió reclamación 
y anuló la RCA  del proyecto Mejoramiento Ambiental Piscicultura Chesque Alto de la Región de La Araucanía 
(Rol N°71616-2021). 

La CS desestima el recurso de casación en la forma, pues considera que no existe una infracción a la sana 
crítica, sino que un cuestionamiento a las conclusiones a las que arriba el 3TA. Precisa que el 3TA es un tribunal 
especializado, que puede cuestionar las conclusiones de los organismos técnicos, así como los estudios científicos 
considerados durante la evaluación. 

Respecto del recurso de casación en el fondo, desestima las infracciones alegadas por el SEA, en cuanto a que las 
modelaciones no son posibles de acompañar en formato PDF, por necesitar un software para su procesamiento. 
En concreto, estima que la obligación de acompañar los antecedentes en la instancia judicial corresponde al SEA, 
aun cuando sea por medio electrónicos. 

3. Tribunales Ambientales confirman decisión del director 
ejecutivo del SEA y Comité de Ministros al acoger reclamaciones 
que retrotraen evaluación y revierten la RCA favorable

4.  Corte Suprema confirma nulidad de RCA de proyecto acuícola

5.1. La Corte de Apelaciones de Santiago rechaza recurso de protección en contra de resolución que resolvió 
reposición en contra de la inadmisibilidad de la reclamación PAC interpuesta por la Municipalidad de Ñuñoa 
en contra de la RCA del proyecto Centro Comercial Mall Vivo Etapa II. Se confirma criterio en cuanto a la 
naturaleza cautelar de este recurso, además de confirmar la pérdida de objeto del recurso en consideración a 
que la RCA ya fue anulada, tras acogerse recursos de reclamación PAC en sede administrativa.

5.2. La Corte de Apelaciones de Rancagua rechaza recurso de protección en contra del SEA y otros órganos 
de la Administración del Estado, con ocasión de una subdivisión predial que, a juicio de los recurrentes, afecta 
las aguas con propiedades curativas del predio de su propiedad. Se confirma criterio en cuanto a la naturaleza 
cautelar de la acción de protección, además de verificarse que los hechos ya se encuentran siendo fiscalizados 
por el órgano competente, esto es, la Superintendencia del Medio Ambiente.

5.  Sentencias relacionadas con recursos de protección  
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Dictámenes de la 
Contraloría General
de la República

El artículo 10 del Decreto Supremo N°62, de 2014, del Ministerio del Medio Ambiente, prevé que a la División de 
Información y Economía Ambiental de dicha entidad le corresponde elaborar los Análisis Generales de Impacto 
Económico y Social (AGIES) de los instrumentos de gestión ambiental que indica; administrar el Sistema Nacional 
de Información Ambiental; elaborar, generar, recopilar, sistematizar y difundir la información ambiental del país 
incluyendo la elaboración de indicadores y cuentas ambientales, y elaborar la metodología para definir el costo 
social de la contaminación y la valoración de bienes y servicios ambientales cuando corresponda, entre otras tareas.

En consecuencia, el Ministerio del Medio Ambiente tiene una serie de atribuciones en relación con la protección 
del medio ambiente que le permiten, en el marco de la función de defensa judicial de los intereses del Estado 
que le corresponde al Consejo de Defensa del Estado, y en virtud del principio de coordinación que rige el actuar 
de los órganos de la Administración del Estado, colaborar con esa entidad, para realizar la avaluación económica 
de los daños medioambientales que sean declarados por sentencia judicial.

Por disposición del artículo 1° de la Ley N°21.202, la solicitud de reconocimiento de la calidad de humedal urbano 
presentada por el respectivo municipio debe ser resuelta por el Ministerio del Medio Ambiente (MMA) a través 
de un procedimiento que no puede exceder de seis meses desde la presentación de aquella, sin que se haya 
contemplado la posibilidad de que ese lapso sea prorrogado por alguna causa legal; sin embargo, la alerta sanitaria 
por emergencia de salud pública por brote de COVID-19, al restringir la movilidad, impidió efectuar a tiempo la 
verificación del cumplimiento de los criterios de delimitación y el desarrollo de actividades en terreno en el caso 
de humedales urbanos, a solicitud municipal. 

Al respecto, la jurisprudencia de la CGR contenida en los dictámenes N°3.610, de 2020, y E179341, de 2022, 
entre otros, ha informado que el brote de COVID-19 representa una situación de caso fortuito que, concurriendo 
determinados supuestos, habilita la adopción de ciertas medidas extraordinarias por parte de los órganos y 
servicios que conforman la Administración. En ese contexto, concluye que si bien el plazo de seis meses previsto en 
la Ley N°21.202 para que el MMA resuelva la solicitud municipal de declaración de humedales urbanos no puede 
ser prorrogado, la CGR entiende que dicha cartera de Estado se vio excepcionalmente impedida de cumplirlo, en 
atención a la situación en la que se encontraba la Administración producto del brote de COVID-19.

1. Dictamen CGR N°E257325N22-2022 El Ministerio del Medio 
Ambiente cuenta con facultades y herramientas que le permiten 
colaborar con el Consejo de Defensa del Estado en la avaluación 
económica de los daños medioambientales que han sido declarados 
por sentencia judicial

2. Dictamen CGR N°E271028N22-2022 El Ministerio del Medio 
Ambiente carece de facultades para extender el plazo legal previsto 
para pronunciarse sobre el reconocimiento de humedales urbanos, sin 
embargo, la emergencia sanitaria por COVID-19 representa un caso 
fortuito que impidió excepcionalmente el cumplimiento de dicho lapso
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Señala la Contraloría que los supuestos que configuran la caducidad de un permiso de edificación se encuentran 
expresamente regulados en el artículo 1.4.17. y dicen relación con la falta de ejecución material de determinadas 
obras, sin que en dicho precepto se aluda a otros elementos. 

Por consiguiente, la circunstancia de que las obras requeridas para dar inicio a dicha ejecución material 
hayan contado o no con Resolución de Calificación Ambiental no es una cuestión que para estos efectos 
corresponda ponderar a la DOM, lo cual es sin perjuicio de que, si lo estima procedente, ponga los antecedentes 
en conocimiento de la Superintendencia del Medio Ambiente a fin de que defina la necesidad de ejercer la 
atribución que le confiere el artículo 3°, letra i), de su ley orgánica (aplica el dictamen E126162, de 2021, de 
la CGR).

3. Dictamen CGR N°E268358N22-2022 Los supuestos que configuran 
la caducidad de un permiso de edificación se encuentran expresamente 
regulados en el artículo 1.4.17. de la Ordenanza General de Urbanismo 
y Construcciones, y no resulta exigible que una modificación de 
permiso se ajuste a los elementos sustantivos del anteproyecto en el 
cual se fundó la pertinente autorización de edificación, como lo es la 
existencia de una RCA
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Resolución que rechaza recursos PAC, modificando de oficio RCA, 
imponiendo nueva condición:
R.E N°20229910173 del 17 de octubre de 2022 de la Dirección Ejecutiva 
del SEA.

1.	 Artículo 11 ter de la Ley N°19.300 contiene el mandato de calificar 
a una modificación de proyecto por las obras nuevas sometidas a 
evaluación, y no por las obras o actividades existentes. Así, en razón del 
principio de legalidad consagrado en nuestro ordenamiento jurídico, la 
Dirección Ejecutiva se ve imposibilitada de acoger las reclamaciones 
planteadas por los reclamantes, por referirse estas a temas propios de 
la evaluación del proyecto existente (considerando N°10.5.7).

Criterios destacados

Resolución final

Modernización de áreas y equipos de curtiembre 
Rufino Melero Planta CuricóProyecto

Terminal de Productos Pacífico (invalidación de 
resolución de la Dirección Ejecutiva que resuelve 
recursos de reclamación)

Proyecto

Resolución final

Criterios destacados

Criterios destacados
Recursos de 
Reclamación

Resolución que rechaza solicitudes de invalidación:
R.E N°202299101655 del 21 de agosto de 2022 de la Dirección Ejecutiva 
del SEA.

1.	 Eficiencia del sistema de abatimiento para los tanques de 
almacenamiento, es decir, la incorporación de un techo fijo de 
domo y un techo flotante interno, queda demostrada y verificada 
en la estimación de emisiones presentadas por el proponente en el 
punto 5.5.8 de su Adenda, precisamente en consideración a que la 
metodología de estimación de emisiones y, por ende, los factores 
de emisión contemplados en ella, consideraron los procedimientos 
de estimación de emisiones del capítulo 7 de la Compilación de 
Factores de Emisiones de Contaminantes Atmosféricos (AP-42) de 
la Environmental Protection Agency de Estados Unidos, que analiza 
las características constructivas de los estanques al momento de 
estimar las emisiones de estos (considerando N°12.3.3).

2.	 Forma de verificar el cumplimiento de las características constructivas 
de los estanques y, por ende, de la eficiencia del abatimiento de COVs, 
se relaciona directamente con el artículo 7 bis del D.S. N° 160/2009, 
el que señala que las instalaciones de combustibles líquidos 
deberán contar con una certificación de conformidad a las etapas 
de diseño y construcción, y que deberán ser sometidas a inspecciones 
periódicas, todo lo anterior, fijado en el ámbito de competencias de 
la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (considerando 
N°12.3.4).

3.	 Dirección Ejecutiva no tiene la competencia para fijar el sentido y 
alcance de las disposiciones de los instrumentos de planificación 
territorial. Así entonces, esta Dirección Ejecutiva solamente puede 
referirse a si el proyecto es compatible con el instrumento de 
planificación territorial vigente aplicable en atención a lo informado 
por un órgano competente (considerando N°16.4.3.13).

https://firma.sea.gob.cl/publicaciones/b6/b3/2157299677
https://firma.sea.gob.cl/publicaciones/b6/b3/2157299677
https://seia.sea.gob.cl/archivos/2022/08/24/RES.EXT.N_202299101655-2022.pdf
https://seia.sea.gob.cl/archivos/2022/08/24/RES.EXT.N_202299101655-2022.pdf
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2.	 La interpretación del 11 ter de la Ley N°19.300 no obsta a que el 
proponente presente la información solicitada por los organismos 
competentes, pues la restricción de calificación señalada 
anteriormente en ningún momento puede interpretarse como una 
justificación para que la evaluación ambiental de los impactos se 
realice de manera deficiente o parcial (considerando N°11.6.7).

3.	 El SEA, como ente coordinador del proceso de evaluación ambiental, 
está emplazado legalmente a hacerse cargo de aquellos impactos 
que fueron identificados y abordados en el proceso. Es la única forma 
de cumplir con el mandato legal de determinar “si el impacto de una 
actividad o proyecto se ajusta a las normas vigentes” (artículo 2 letra 
j) Ley N°19.300), razón por la cual se modifica la RCA, incorporando 
un nuevo considerando que agrega una nueva condición para la 
aprobación del proyecto, consistente en la incorporación al Plan de 
Gestión de Olores de las materias señaladas por la Seremi de Salud 
y los reclamantes (considerando N°11.6.7).

4.	 El proyecto sujeto a evaluación consiste únicamente en el reemplazo 
de las dos calderas industriales en funcionamiento, las que operan con 
leña, por una nueva caldera industrial a gas licuado y la construcción 
y habilitación de dos nuevas bodegas para el almacenamiento de 
sustancias peligrosas, razón por la cual no existe obligación legal 
alguna para el proponente de analizar la aplicabilidad del PAS 156 
respecto a las obras existentes de la curtiembre. Lo anterior, por 
cuanto el literal c) del artículo 19 del RSEIA, sobre el contenido 
mínimo de la DIA, es claro en señalar que el análisis de los permisos 
ambientales aplicables se realiza respecto al proyecto y no sobre las 
instalaciones existentes (considerando N°13.5.1.2).

5.	 Quedando descartado el análisis del PAS 156 en la evaluación 
ambiental del proyecto, le corresponde al proponente regularizar 
las obligaciones derivadas de la modificación del punto de descarga 
de forma sectorial ante la DGA (considerando N°13.5.1.3).

6.	 Las emisiones odorantes, respecto de las cuales los reclamantes 
alegan un supuesto impacto al valor turístico del área de 
emplazamiento del proyecto, no son causadas por el proyecto 
evaluado sino que son causa de las partes y obras del proyecto 
existente. Por lo anterior, si bien el proponente tenía la obligación 
legal de evaluarlas en virtud del artículo 11 ter de la Ley N°19.300, 
la Comisión y esta Dirección Ejecutiva se encuentran legalmente 
impedidas de calificar ambientalmente a las mismas  (considerando 
N°14.4.1).



Departamento de Comunicaciones
Dirección Ejecutiva
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